Poder Judicial de la Nación 


SENTENCIA DEFINITIVA N°17.161
EXPTE. N°: 3.302/08 

SALA IX 

JUZGADO N°: 50

En la Ciudad de Buenos Aires, 8 de agosto de 2011, para dictar sentencia en los autos caratulados “DURE JULIO CESAR C/ TRANSPORTE AUTOMOTOR PLAZA S.A. Y OTRO S/ DESPIDO” se procede a votar en el siguiente orden:

El Dr. Álvaro E. Balestrini dijo:

 

I.- Contra la sentencia dictada en primera instancia que acogió en lo principal el reclamo del actor, se alzan las partes codemandada QBE A.R.T. S.A., actora y codemandada Transporte Automotor Plaza S.A., a tenor de los memoriales obrantes a fs. 566/569; fs. 576/584 y fs. 585/590, respectivamente, mereciendo en todos los casos réplica de sus contrarias a tenor de los memoriales de fs. 598/560; fs. 594/596; fs. 610/vta; fs. 601/607, también respectivamente.

 

A fs. 572 y a fs. 591, los peritos contador y psiquiatra cuestionan sus estipendios por entenderlos exiguos.

 

II. La parte codemandada QBE A.R.T. S.A. recurre el decisorio en cuanto considera errónea la valoración que se efectuara de la pericial médica obrante en autos toda vez que, según sostiene, no se ha tenido en cuenta que la pericia otorga carácter concausal al factor laboral, respecto de la incapacidad que se detectó en el actor. Por último cuestiona los honorarios regulados en grado por considerarlos altos.
 

Por su parte, la actora encuentra materia de agravios en el porcentaje de incapacidad tenido en cuenta al momento de fijar el quantum de la reparación, el monto diferido a condena en concepto de daños material y moral, la omisión de incluir en la condena sumas en concepto de restitución de gastos, la limitación de la condena a la A.R.T. hasta el límite de la cobertura de la póliza, y el rechazo de los diversos rubros relativos a la acción fundada en la Ley de Contrato de Trabajo que enuncia en su memoria recursiva.

 

La demandada recurre la decisión en cuanto consideró procedente el despido indirecto en que se colocó el demandante, al mismo tiempo que se agravia por la admisión del reclamo articulado con fundamento en el art. 1113 del Código Civil, toda vez que –según señala- ha mediado en el caso un factor eximente de la responsabilidad prevista en el texto legal aludido, al verificarse culpa de la víctima o de un tercero por quien su parte no debe responder. Se queja también por el monto de la indemnización admitida en concepto de daños material y moral. 
 

III.- Comenzaré por dar tratamiento a los agravios dirigidos por las partes actora y demandada respecto del tramo de la acción fundado en la Ley de Contrato de Trabajo, para lo cual habré de analizar de modo liminar la queja interpuesta por la parte demandada, la cual –por mi intermedio- no habrá de prosperar.
 

Digo ello pues, más allá de la disquisición que formula la recurrente en torno de la previsión normativa que, respecto de esta temática, contenía la ley 21.297 (actualmente derogada), lo cierto y relevante para dirimir este punto de la contienda es que, como bien lo puntualizó la judicante de primera instancia, la conducta de las partes –aún en el momento de la extinción del contrato de trabajo- debe ajustarse a la directiva del art. 63 de la LCT en cuanto exige que ambas partes del vínculo procedan conforme la “buena fe” que debe gobernar la relación laboral.
 

Y en este sentido, también coincidiendo con lo sentenciado en la sede de grado, se advierte que el proceder de la demandada resultó contrario a ese “deber de obrar de buena fe”. Digo ello pues, si tal como arriba prácticamente firme a esta instancia (puesto que el recurso bajo análisis no rebate adecuadamente los fundamentos del decisorio en este sentido), el actor comunicó a su empleadora las razones que le impedían cumplir con su débito laboral, acompañando los certificados médicos que avalaban su afirmación, la empleadora –en caso de disconformidad o duda- debió ajustar su proceder a las facultades que la actual ley de contrato de trabajo le otorga en supuestos como el denunciado, esto es, bien pudo recurrir a los controles médicos previstos en el art. 210 de la LCT a fin de cotejar la afección denunciada y la imposibilidad invocada para prestar servicios, más no proceder al descuento prematuro y apresurado del salario correspondiente a los días de trabajo en que el actor se ausentó con justificación de su inasistencia.

 

Esta “omisión” de recurrir a los medios legales que la accionada tenía a su alcance, determina la improcedencia del planteo actual y de la decisión oportunamente adoptada (descuento de los salarios correspondientes a los días de ausencia por enfermedad) y me lleva a coincidir –tal como adelanté- con la decisión arribada en la instancia de grado, lo que implica la desestimación de los agravios vertidos en este sentido por la patronal.

 

Por lo demás, cabe destacar que las conjeturas hipotéticas que se formulan en el recurso bajo análisis resultan insuficientes para lograr la revisión de lo decidido puesto que, más allá de tratarse de formulaciones de “ocurrencia posible” sin sustento fáctico en la contienda, no desvirtúan las sólidas apreciaciones esgrimidas por la Dra. Sayago en su sentencia y por lo tanto devienen en argumentaciones estériles a los fines pretendidos. 


 

En el mismo sentido habré de dirimir los cuestionamientos traídos por la parte actora. En efecto, en lo que atañe a la pretensión tendiente a obtener el pago de los francos compensatorios no gozados, comparto el criterio expuesto en el pronunciamiento en cuanto señala que la finalidad perseguida por la norma (en el caso, el art. 207 de la L.C.T.) radica en la necesidad higiénica del descanso del trabajador por lo que no resulta adecuado pretender su compensación en dinero.  

 

Por otra parte, y frente a lo afirmado en el recurso, cabe destacar que la norma aludida dispone un mecanismo tendiente a evitar abusos por parte de la patronal al otorgar al trabajador el derecho de tomarse por sí mismo y compulsivamente el descanso compensatorio a partir del primer día hábil de la semana subsiguiente en que se hubiere verificado la omisión de su otorgamiento, ello previa notificación al empleador con una anticipación de 24 horas (en sentido similar ver SD N° 5301 del registro de esta Sala IX del 9/03/99 in re; “Rosental Luis Alberto c/ Residencias Cooperativas de Turismo Ltda. s/ despido). 

 

En tal contexto, no cabe sino confirmar el pronunciamiento recurrido también en este sentido. 
 

En lo que atañe a los pagos en negro denunciados al inicio, advierto –como también lo hace la Sra. Juez “a quo”- que la prueba testimonial rendida a fin de demostrar ese extremo luce poco convictiva. 

 

Repárese en que los testigos ofrecidos por la parte actora y cuyas declaraciones se citan y trasncriben parcialmente en el recurso, no resultan coincidentes en este sentido, ni entre sí, ni con lo afirmado por el actor en su demanda. En algunos casos refirieron que la realización de vueltas “en negro” durante todos los días, mientras que otros deponentes, refirieron que solo ocurría “a veces”, siendo que el actor señaló que realizaba este tipo de recorridos una vez diaria de lunes a viernes, dos durante los días sábados y cuatro durante los domingos. 
 

Por otra parte, tampoco han resultado coincidentes los testigos en torno del valor que se le adjudicaba en la empresa a cada una de las vueltas, puesto que mientras que el actor sostuvo que se abonaban $ 30 por cada vuelta de esta naturaleza, los testigos aludieron a $ 21 (ver declaración de Ibarrola) y a $ 30 a $ 35 (ver testimonio de Binaghi), extremo que me lleva a concluir como lo hiciera la magistrada de grado en la falta de convicción de los testimonios en este sentido. 
 

Frente a lo afirmado en el recurso estimo oportuno destacar que, si bien es cierto que, en ocasiones, no puede exigirse al testigo el recuerdo exacto y preciso de las circunstancias de tiempo, modo o lugar, relatadas con exactitud, no lo es menos que, en casos como el presente, en los que se trata de compañeros de trabajo que deben describir una modalidad laboral de la que también fueron partícipes, la exigencia del recuerdo preciso no aparece exagerada ni pretensiosa. 
 

De acuerdo al modo en que se resuelve el punto anterior, corresponde confirmar la sentencia en cuanto desestima la procedencia de la multa reclamada con fundamento en el art. 1 de la ley 25.323, atento a que no se verifica en el caso el presupuesto fáctico de procedencia en base al cual se argumentó su pretensión al inicio. 
 

En lo atinente al agravio vinculado con los rubros que se han incluido en el cálculo del incremento indemnizatorio previsto en la ley 25.561, advierto que tampoco le asiste razón a la recurrente desde que, a la fecha del distracto, ya se encontraba vigente la ley 25.592 según la cual, ha quedado zanjada toda duda respecto de los rubros que corresponde incluir en su cálculo, al señalar que debe calcularse el incremento allí previsto sobre la indemnización prevista en el art. 245 de la L.C.T. 

 

Tampoco tendrá favorable recepción la queja dirigida contra el rechazo de la multa prevista en el art. 80 de la L.C.T. desde que, coincido con lo decidido en la anterior instancia, en cuanto a que la intimación cursada por el dependiente en los términos del art. 80 de la LCT en el mismo momento en que se comunica la extinción del vínculo, deviene extemporánea por prematura en virtud no sólo de lo normado por el art. 3 del decreto 146/01 sino por cuanto, a ese momento, aún no se había materializado (o al menos no había entrado en la esfera de conocimiento de la patronal) la voluntad extintiva del dependiente, razón por la cual aún no había siquiera nacido la obligación del empleador de extender los certificados a los que refiere la norma en cuestión. 

 

En consecuencia, voto por confirmar el fallo atacado también en este sentido. 

 

IV.- Analizado lo anterior, corresponde dar tratamiento a los agravios vinculados con la acción incoada con fundamento en las normas del derecho civil, y a tal fin cabe comenzar por la queja deducida por la parte demandada Transporte Automotor Plaza S.A., los que desde ya adelanto no tendrán recepción favorable.
 

En primer lugar y en lo que hace a la procedencia de aplicar al supuesto de marras la normativa prevista en el art. 1.113 del Código Civil, advierto que no le asiste razón a la recurrente en su formulación inicial toda vez que, aún cuando resulta cierto que el accidente que ha provocado la incapacidad por la que aquí se acciona, ha sido consecuencia del impacto sufrido en el vehículo que conducía el demandante al ser embestido en su parte trasera por un colectivo de otra empresa, no lo es menos que en ese momento, el actor se encontraba conduciendo un vehículo de propiedad de la demandada en el cual cumplía con carácter normal sus tareas dependientes, lo que permite concluir sin hesitación alguna que el daño sufrido por el dependiente como consecuencia del impacto tuvo lugar dentro de una unidad de la empresa demandada.
 

Partiendo de esta premisa como base, y aún cuando pudiera entenderse que la “culpa” del accidente pueda recaer en el chofer del vehículo embistente, no puede pasarse por alto que los daños acreditados y que constituyeron el objeto de esta acción se produjeron en la unidad móvil de propiedad de la accionada, lo cual despeja toda duda respecto de la procedencia de responsabilizar a su dueña y guardiana por aquellas consecuencias mediatas e inmediatas derivadas del infortunio ocurrido.-

 

Por otra parte y toda vez que el fundamento de la inaplicabilidad de la norma en que se basa la recurrente radica en la invocación de “culpa de la víctima”, respecto de lo cual no ha sido ni precisado ni mucho menos aún demostrado en el caso bajo análisis, ningún proceder del actor que permita concluir en su responsabilidad personal en el accidente que suscita esta acción, no cabe sino confirmar lo decidido en este sentido.
 

Como corolario de ello y toda vez que, además, el memorial recursivo no refuta, al menos en este punto, los sólidos argumentos de la sentencia que intenta revertir, no cabe sino desestimar los agravios deducidos en esta línea argumental y, consecuentemente, confirmar el pronunciamiento en este sentido.

 

Tampoco encuentro admisible la queja en cuanto señala que no habría sido demostrado en autos en forma clara y concreta “cuál sería el perjuicio” que ha sufrido y, en su caso “el monto económico del mismo”, en lo que respecta al perjuicio sufrido, resulta sumamente ilustrativa la prueba pericial médica según la cual el actor padece una incapacidad de su total obrera como consecuencia del episodio que ha sido objeto de reclamo en la contienda, razón por la cual esta formulación de la accionada aparece vacía de contenido. 
 

Previo a examinar los agravios vertidos respecto del monto de la condena, que también han sido objeto de crítica de la parte actora y de la codemandada QBE A.R.T. S.A., estimo oportuno examinar el recurso deducido por la aseguradora de riesgos del trabajo y a su respecto, adelanto mi opinión también desfavorable al progreso de la queja.
 

Digo ello pues, en lo que hace al primero de los agravios, vinculado con el porcentaje de incapacidad que ha sido considerado en la sede de origen para cuantificar la condena, advierto que la recurrente soslaya que el reclamo no ha sido articulado en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo por lo que la totalidad de las consideraciones relativas al art. 6 de dicho cuerpo normativo y la exclusión de la concausalidad del sistema creado por su intermedio, carecen de trascendencia en esta causa. 

 

A todo evento, cabe destacar que la sentenciante ha dejado fuera de la consideración del porcentual de incapacidad la proporción que estimó atribuible a factores disímiles del accidente que ha sido objeto de demanda, razón por la cual, el agravio carece de trascendencia recursiva. 
 

Sin perjuicio de lo expuesto precedentemente y directamente con relación al segundo agravio, cabe recordar una vez más que la sentenciante de grado no ha admitido la incapacidad total que ha sido informada por el perito médico razón por la cual, sus alegaciones respecto de los factores de incidencia que pudieron contribuir a la patología detectada devienen inconducentes, sin perjuicio de señalar que el tipo de minusvalía detectada y, en especial, la limitación de la afección a la zona cervical, echan aún más por tierra la pretensión de la recurrente tendiente a que se considere que, el sobrepeso pudo incidir negativamente sobre la salud física del accionante, también resulta inidónea para revertir la decisión de primera instancia.

 

Cabe seguidamente dar tratamiento a la queja incoada por la parte actora respecto del porcentaje de incapacidad que ha sido admitido por la juzgadora y a su respecto, adelanto mi opinión concordante con la de la Dra. Sayago toda vez que, si bien no se me escapa que la pericial médica arroja una incapacidad psíquica del orden del 15% de la total obrera, no lo es menos que de conformidad con las circunstancias en que tuvo lugar el infortunio por el que se acciona, la actividad desarrollada por el actor y las predisposiciones de personalidad propias del demandante, no parece errado discriminar esa incapacidad psíquica en lo que atañe exclusivamente al accidente denunciado en un porcentaje como el que ha sido admitido en la sede de origen, puesto que, no puede perderse de vista la incidencia que sobre este tipo de afecciones pueden provocar otras situaciones de la vida tales como, en el caso, la pérdida del empleo y las perturbaciones lógicas a las que se encuentra expuesto el ser humano.

 

Por ello y ante la inexistencia concreta de atribución específica por parte de la pericial médica practicada en autos en relación a la patología denunciada, con el accidente de marras, no resulta –a mi juicio- errada la discriminación que a tal efecto se practicó en la sentencia cuya revisión se pretende. 


 
V.- Aclarado todo ello habré de analizar los agravios vertidos por todas las partes contra el monto de la condena que ha sido admitida en la sede de grado.
 

Dicho tópico arriba cuestionado, por las accionadas por alto y por la parte actora por exiguo. A mi juicio, resulta adecuado, conforme las razones que seguidamente expondré.

 

Previo a fundar el anticipo, estimo oportuno señalar –frente a las consideraciones expuestas en el escrito recursivo de la demandada Transporte Automotor Plaza S.A.- que la acción por accidente que nos convoca ha sido fundada en las normas del Código Civil y en esa línea normativa ha sido determinada la cuantía de la reparación, lo que torna carente de asidero cualquier mención a las normas previstas por las leyes 9.688 y 24.028 como así también a los topes indemnizatorios previstos en las citadas normas legales, puesto que –lo reitero- la acción bajo análisis no se encuentra regida ni alcanzada por ninguno de ambos plexos legales.

 

En la misma línea argumental cabe destacar que resulta inatendible la formulación de la accionada tendiente a señalar que “no existen enfermedades, sino enfermos” como así también que “cada persona tiene una percepción del dolor distinta y dado que el actor reclama con fundamento en el Código Civil, ese pretendido dolor debe ser demostrado y conceptualizado económicamente…” desde que, en primer lugar, no se indemniza “el dolor” como parece sostener la recurrente sino la incapacidad detectada como consecuencia del infortunio padecido y denunciado y, en el caso, tal como ha quedado dicho, el actor padece incapacidad derivada del siniestro que suscitó el reclamo y en mérito a ello es esa merma de su capacidad psicofísica lo que cabe reparar económicamente. 
 

En lo que atañe concretamente al importe de la indemnización que ha sido estimada en la sede de grado, advierto que luce adecuada la suma que se ha diferido a condena desde que, más allá de la conformidad o disconformidad que pueda merecer lo decidido, lo cierto y relevante es que ha sido debidamente justificada la fijación de la cuantía de la reparación en las circunstancias personales, laborales, y de vida de relación del actor. 

 

En efecto, no caben dudas en cuanto a que la determinación de la cuantía de este tipo de reparaciones resulta una tarea harto difícil, máxime por cuanto reviste para los magistrados un acto discrecional y prudencial, sustentado en la valoración de los datos que arroja la causa y no una misión objetiva susceptible de ser llevada a cabo a través de la directa aplicación de parámetros o cánones prefijados. Es en esta línea argumental, que encuentro propicio recurrir al análisis concreto de cada uno de los elementos con los que se cuentan en el expediente para arribar una reparación que pueda considerarse adecuada.

 

Desde esta óptica de enfoque, cabe destacar que la magnitud de los daños padecidos por el accionante a raíz del infortunio que da origen a la acción, encuentra objetivación inicial en el informe pericial médico, según el cual el trabajador –de 45 años de edad a la fecha del siniestro- padece una incapacidad (de incidencia directa con el infortunio) del orden del 30% de su total obrera en relación con los hechos por los cuales acciona. 

 

Por otra parte, tal como quedó dicho en los párrafos precedentes, con la documentación e información agregada en autos, se aportaron datos referentes al salario mensual percibido por el actor a la fecha del suceso ha sido estimado en la suma de $ 2.980) así como su categoría y condición laboral de chofer.

 

Tras la evaluación completa de dichos elementos,  de las posibilidades futuras del demandante en orden al incremento de los ingresos que podía haber logrado en el curso del tiempo, se posibilita mensurar con cierta aproximación la magnitud dineraria de las secuelas que el accidente y sus posteriores consecuencias, pudieron causar. 


Todos estos factores son los tenidos en miras a efectos de determinar, como se dijo precedentemente, con criterio prudencial la cuantía de la reparación en el marco del derecho común y es, a partir de estas pautas y en el marco de lo argumentado y de las implicancias que pueden tener las limitaciones del trabajador reclamante en el contexto social y económico actual, en el que cabe formular alguna aproximación al importe de la indemnización. 

 

Ha de tomarse en consideración también que, según surge de las constancias probatorias de la causa, el trabajador accidentado no ha percibido prestaciones dinerarias referentes a su situación incapacitante. 


Esta determinación de la cuantía del resarcimiento, según los términos expuestos, debe efectuarse en procura de una comprensión plena del ser humano y su integridad física, psíquica y moral, tal como lo señaló el Máximo Tribunal en varias causas entre las que cabe recordar lo decidido en el caso “Arostegui” recientemente fallado, tomando en cuenta que el valor de la vida humana no resulta apreciable tan solo sobre la base de criterios exclusivamente materiales; que las manifestaciones del espíritu también integran el valor vital de los hombres, que la incapacidad del trabajador es ocasión de perjuicios en su vida de relación en distintas facetas; que la determinación del parcial de la incapacidad se ensambla con las consecuencias presumibles para la víctima en lo individual y social; y que esta se ha visto privada de la posibilidad futura de continuar en ascenso en su carrera laboral.

 

En mérito a estas consideraciones, y tal como lo adelanté, juzgo adecuado el quantum de la indemnización fijada en la sede de grado, toda vez que, partiendo de las premisas antes indicadas, de la edad del trabajador al momento del infortunio (40 años), el tipo de secuelas que presenta como consecuencia del accidente sufrido (según surge del informe pericial obrante en autos, el importe salarial que ha sido establecido ($ 2.980), la vida útil restante, la posibilidad futura estimable de obtener un incremento en sus ingresos, así como el carácter de las demandadas y la totalidad de los parámetros que han sido detallados en los párrafos precedentes, analizado todo ello a la luz de la sana crítica y conforme los criterios antes expuestos, me llevan – tal como adelanté- a considerar adecuada y equitativa la reparación que ha sido fijada en la sede de origen para justipreciar el valor de la reparación por los daños material y moral invocados y acreditados, importe que resulta comprensivo no solo de las lesiones físicas sino también de los daños invocados en la vida de relación, la disminución de la posibilidad de continuar progresando profesionalmente, el lucro cesante y el daño emergente y que, incluye obviamente, la reparación del daño moral y de los gastos que el actor debió ocasionalmente afrontar como consecuencia del infortunio y sus secuelas.  
  

Por último y frente a lo afirmado por la accionada Transporte Automotor Plaza S.A. en relación con la acreditación de padecimientos de índole moral, cabe recordar que no se exige a tal fin una demostración contundente de este tipo de daños, que deben entenderse lógica consecuencia de los padecimientos de índole físico y psíquicos, y que por lo tanto resulta ínsito en situaciones como las que han dado lugar al inicio de esta demanda, lo que me lleva a desestimar este aspecto del recurso y confirmar el pronunciamiento recurrido también en este sentido. 

 
 
Por otra parte y en cuanto a la pretensión de la parte actora tendiente a que se indemnice una suma correspondiente a “gastos”, cabe recordar que contrariamente con lo que se afirma en el memorial recursivo, en cuanto a que el demandante debió recurrir a la atención del Hospital Público (que además no tiene costo), en su demanda sostuvo que ante el rechazo del siniestro y la patología por parte de la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, debió recurrir al tratamiento médico por parte de los profesionales de su obra social, circunstancia que sella la suerte adversa del agravio bajo análisis.
 

VI.- Resta por último analizar la queja incoada por la parte actora respecto del modo en que se ha dispuesto la condena contra la Aseguradora de Riesgos del Trabajo que ha sido limitada hasta el importe del a cobertura prevista por la póliza suscripta con la empleadora.

 

En relación a este punto, considero que también luce acertada la decisión recaída en la sede de grado, toda vez que más allá de las falencias que en este sentido evidencia el escrito de inicio, en cuanto no han sido invocadas –y por supuesto, tampoco acreditadas- cuáles serían las irregularidades en que habría incurrido la aseguradora de riesgos del trabajo en el cumplimiento de sus obligaciones legales, ni se ha invocado tampoco qué omisiones de dicha demandada pudieron contribuir a la producción del siniestro que dio lugar a la incapacidad por la que se acciona, no se advierte configurado el supuesto previsto en el art. 1.074 del Código Civil y, por lo tanto, la condena solidaria por la totalidad de la condena tal como lo pretende la recurrente, deviene inadmisible en este estadio procesal. 
 

Por ello y toda vez que la queja, en este sentido, tampoco supera la valla impuesta por el art. 116 de la L.O. en cuanto exige que la expresión de agravios contenga la crítica concreta y razonada del fallo que se intenta cuestionar, resultando innovativos además, los argumentos esgrimidos por no haber sido expuestos con identidad de criterios al momento de incoar la acción, no cabe sino -en virtud de lo dispuesto por el art. 277 del C.P.C.C.- desestimar este segmento del recurso y, consecuentemente, confirmar el fallo atacado también en este sentido. 
 

VII.- En atención al modo en que se dirime la litis, se advierte ajustada a derecho la imposición de las costas efectuada en la sede de grado ello, en consonancia con lo dispuesto por el art. 68 del C.P.C.C. que contiene el principio rector en la materia, razón por la cual habré de confirmar este aspecto de la decisión.
 

En lo que atañe a la regulación de los honorarios de los profesionales actuantes, de conformidad con el mérito, calidad y extensión de las tareas desempeñadas, analizado ello a la luz de las pautas arancelarias vigentes, las sumas asignadas en la sede de grado lucen equitativas y suficientemente remunerativas, por lo que también propiciaré su confirmación (arts. 38 LO ley 21.839 mod. 24.432 y dec. ley 16638/57).
 

VIII.- De acuerdo al modo de resolverse los recursos interpuestos en la Alzada, y la existencia de vencimientos mutuos y parciales, sugiero imponer las costas de la Alzada en el orden causado (arts. 68 y 71 CPCC), a cuyo fin sugiero regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora, codemandada Transporte Automotor Plaza S.A. y codemandad QBE ART S.A., en el 25% para cada una de ellas que se calculará sobre la totalidad de los honorarios que le fueron asignados en la sede de grado (arts. 38 LO y 14 ley arancelaria).

El Dr. Gregorio Corach dijo:



Por compartir los fundamentos del voto precedente, adhiero al mismo.

El Dr. Roberto C. Pompa no vota (art. 125 de la L.O.).

 

A mérito del acuerdo que antecede, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar el pronunciamiento apelado en todo cuanto decide y ha sido materia de recursos y agravios; 2) Costas de la Alzada en el orden causado; 3) Regular los honorarios por la representación y patrocinio letrado de las partes actora, codemandada Transportes Automotor Plaza S.A. y codemandada QBE ART S.A., en el 25% para cada una de ellas que se calculará sobre la totalidad de los honorarios que le han sido regulados por su actuación en la instancia de grado.

 

Cópiese, regístrese, notifíquese y, oportunamente devuélvase.-



Ante Mi 
